Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 14 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- El primer asunto entrado es un informe que acordamos solicitar a la División 
Estudios Legislativos en la última reunión que tuvimos por el proyecto de Ley de Código de Etica 
Médica, y ya ha sido repartido a todos los Senadores por correo y en papel. 


El otro asunto entrado es una invitación para concurrir al Acto de Apertura de la Segunda 
Edición de Expomédica Uruguay, la cual se llevará a cabo el miércoles 18 de junio de 2014 a las 12 
horas en el Hal! del Pabellón Los Robles del Parque Tecnológico y de Eventos de LATU. 


La otra invitación es de la Federación Uruguaya de Psicoterapia para asistir al Día del 
Psicoterapeuta, declarado de interés ministerial por las Carteras de Salud Pública y de Educación y 
Cultura con el auspicio del IMPO y también por la Intendencia de Montevideo. Se realiza hoy, 3 de 
junio, en el Salón de Conferencia de la Sociedad Uruguaya de Psicología Analítica de 20 a 22 horas. 


El último asunto entrado es un correo electrónico -que ya fue repartido- enviado por el 
Ministerio de Salud Pública de la República de Panamá con relación al proyecto de Ley de prohibición 
de publicidad y promoción del tabaco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El punto que tenemos para considerar hoy en el Orden del Día es el 
tratamiento de la Carpeta N* 1299/2013, que contiene el proyecto de Ley de Código de Etica Médica. 
Hemos recibido a las delegaciones pero todavía no comenzamos a estudiar el articulado. 


SEÑOR GALLO..- En la última reunión de esta Comisión empezamos a tratar este proyecto de ley con 
iniciativa del Poder Ejecutivo, y en esa oportunidad nosotros planteamos la necesidad de aprobarlo. 
Previamente, la Comisión, por unanimidad resolvió asesorarse jurídicamente sobre el planteamiento 
que realizamos en cuanto a si el procedimiento con respecto a este proyecto de ley -que tiene la 
particular característica de que por la propia ley de creación del Colegio Médico le dábamos a este el 
cometido de elaborarlo aunque, posteriormente, a través del Poder Ejecutivo tenía que llegar a este 
Parlamento a los efectos de ratificarlo- era la ratificación o no, y si en caso de no ratificarlo se debía 
devolver al Colegio Médico a efectos de que nuevamente tuviera el mismo procedimiento. Esa duda 
fue aclarada por el informe enviado por la División de Estudios Legislativos. Concretamente -y leo 
textualmente- el informe dice: «En rigor, la Ley N* 18.591 estableció el procedimiento de elaboración 
del primer Código de Ética Médica, o sea, estableció el procedimiento para la conformación del 
anteproyecto -instancia anterior a ser proyecto- que sería oportunamente enviado al Ejecutivo para que 
lo remitiese -el proyecto- al Legislativo, pero dicha Ley -18.591- NO expresó que el texto legal tiene que 
tener la aprobación del Colegio Médico». Es decir que la ley no establece que el texto legal debe tener 
la aprobación del Colegio Médico. 


El informe continúa diciendo: «Sin perjuicio de que el texto legal analizado -18.591- NO 
expresa la conclusión sostenida por el Senador Conde...». Aquí hace referencia a las reflexiones 
realizadas por el señor Senador Conde en cuanto a que no se refería a modificaciones formales sino 
sustanciales o de contenido, lo cual ameritaría que el proyecto de ley volviese al Colegio Médico y 
fuera plebiscitado. El informe plantea el hecho de que sin perjuicio de que el texto legal analizado 
-18.591- no expresa lo que el señor Senador Conde había manifestado, «tampoco una ley podría 
establecer ni condicionar el procedimiento ni el contenido de una ley futura -actual proyecto- pues 
chocaría de bruces con el texto constitucional». 


A continuación se dice: «...entendemos que el Cuerpo tiene la soberanía de modificarlo a 
pesar de todos los condicionamientos que la Ley N* 18.591 impuso en su Capítulo IV sobre la 
formación del Código de Ética Médica. En definitiva, es un tema de 'mérito' del presente proyecto, pero 
de ningún modo saltea todas las potestades establecidas en la Constitución al Senado como órgano 
integrante del Poder Legislativo». 


Otro aporte de valor que se debería tener en cuenta sería con respecto a alguna duda que 
tenían algunos Legisladores en cuanto a si este proyecto de Código, en cierto modo, no se 
contrapondría con alguna de las leyes vigentes como la de trasplante y la de voluntad anticipada. En 
ese sentido, esta asesoría se expide diciendo: «Respecto a si el contenido proyectado pudiera 
contravenir las leyes aprobadas recientemente, como ser trasplantes, voluntad anticipada, donación de 
órganos, etcétera, al tener la misma jerarquía normativa no habría inconveniente de que la nueva 
norma tuviera una solución contraria a la existente, en virtud de lo expuesto por el Título Preliminar del 
Código Civil...» que dice, «cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse con 
las de la ley anterior -artículo 10-, esto es, si poseen soluciones diferentes, regirá la última ley 
sancionada». 


A mi juicio, esto es muy aclaratorio porque despeja las dudas que teníamos algunos 
Legisladores sobre si no habría choque de conceptos entre una y otra ley. 


Concretamente, sobre la Ley de Trasplantes, que era donde se planteaba la dificultad, el 
informe expresa lo siguiente: «No obstante lo expuesto, y yendo a confrontar el contenido proyectado 
con las leyes vigentes en la materia, el artículo 50.3 proyectado, que establece 'los médicos 
autorizados a comprobar la muerte, el equipo responsable del trasplante y quienes deben tomar la 
expresión de voluntad de los familiares, tutor o curador del paciente, serán independientes entre sí, NO 
estaría contradiciendo las disposiciones contenidas en la Ley N* 14.005» -que es la ley madre de los 
trasplantes- «y modificativa de la Ley N* 18.968» -que es la modificación que hicimos posteriormente-, 
«relativa a donación y trasplante de órganos. 


En particular, en el inciso quinto del artículo 1% de la Ley N* 14.005 actualizada» -de trasplante 
de órganos y tejidos- reza: «en el caso de menores de edad o personas incapacitadas el 
consentimiento a la ablación deberá ser otorgado por su representante legal al momento de 
constatarse el deceso...». El informe continúa diciendo: «Esta redacción no significa que el médico que 
constata el deceso sea quien recabe el consentimiento; por tanto, si este fuera el punto en cuestión, no 
advertimos contradicción alguna con el texto proyectado. 


Asimismo, en el artículo 7% de la Ley N* 14.005 el cual reza que 'una vez comprobada la 
muerte se podrá efectuar la autopsia y se podrá emplear el cadáver o las piezas anatómicas del mismo 
con fines científicos y/o terapéuticos. Dicha comprobación deberá efectuarse por un médico del 
establecimiento respectivo, el que no podrá participar en las operaciones previstas en el inciso 
anterior...”; claramente el texto analizado dispone la independencia de los profesionales intervinientes, 
en total armonía con el proyecto». 


Finalmente, la asesoría termina diciendo: «En cuanto a la concordancia con las Leyes N* 
18.473, de voluntad anticipada y la N* 19.167, de reproducción asistida -especialmente en la parte 
relativa a clonación-...» que es sobre lo que nosotros tuvimos alguna duda, «...esta División no ha 
advertido -al menos teóricamente- ninguna contradicción con el proyecto». 


Señor Presidente: en función de este informe -que para nosotros es, realmente, muy 
aclaratorio-, el proyecto tiene que ser considerado por esta Comisión. En ese sentido, proponemos, en 
virtud de algunos argumentos que vamos a analizar ahora, aprobarlo tal cual está. A nosotros nos da 
seguridad el rigor del procedimiento con el cual se elaboró este Código. Los informes ya los tuvimos, 
tanto por parte del Ministerio de Salud Pública, a través de la señora Ministra, como por parte del 
Presidente del Colegio Médico, el doctor Torres, en oportunidad de su visita. Por su parte, como dije, el 
procedimiento de elaboración fue muy riguroso, durante el cual se presentaron más de 200 ponencias 
e intervinieron el Sindicato Médico del Uruguay, la Federación Médica del Uruguay, la Academia 
Nacional de Medicina y el Instituto Nacional de Órganos y Trasplantes. Además, fue considerado por 
todo el cuerpo médico colegiado a través de infinita cantidad de reuniones que se mantuvieron en todo 


el país, en las que intervinieron miles de médicos colegiados. Posteriormente, se hizo un proyecto 
definitivo que fue plebiscitado. En dicho plebiscito -que fue ampliamente mayoritario con respecto a la 
aprobación de esto, cerca de un 70%- se pronunciaron más de 9.700 médicos colegiados, 
prácticamente el 91%. Entre otros argumentos que presentó el Presidente del Colegio Médico, el 
profesor Torres, en ocasión de su comparecencia en esta Comisión, dijo que esta iniciativa elaborada 
por el Colegio Médico se da luego de haber cumplido con todos los pasos a los que la ley obligó para 
que pudiera llegar al Parlamento. Voy a ratificar la cifra que dije hoy, puesto que fueron 11.254 los 
médicos que constituyen el 91% del padrón electoral. De dicho plebiscito, más del 80% dio su opinión 
favorable al proyecto. Además, en el fundamento que el Presidente del Colegio de Médicos plantea, 
dice que el proyecto de ley responde adecuadamente a lo definido por la ley de creación del Colegio 
Médico del Uruguay. Agrega la preocupación por la necesidad urgente de contar con un soporte 
normativo de rango legal para que la sociedad, a través de un nuevo contrato social, pueda tener la 
seguridad jurídica con respecto al relacionamiento del cuerpo médico entre sí, aspecto que nosotros 
habíamos manifestado en su momento. Es decir, el Colegio Médico está funcionando hace más de un 
año y no ha podido ejercer en función de que le está faltando, desde el punto de vista normativo, el 
Código respectivo. En tal sentido, hoy planteamos la necesidad de su existencia y ratificamos la 
urgencia que el profesor Torres manifiesta. 


Otro argumento tiene que ver con las características que el propio Código tiene en el sentido 
de que fue encarado -según el profesor Torres- desde las obligaciones del médico hacia el paciente, 
buscando convertir el documento en un instrumento de trabajo funcional para la configuración, por 
parte del Tribunal de Ética, de aquellas conductas presentemente violatorias del Código. Además, en 
su confección se tuvieron en cuenta las bases éticas que tiene nuestra profesión desde hace milenios. 
Luego se tomó nota de las normativas nacionales e internacionales vigentes en bioética y se atendió su 
carácter de guía en la conducta de los profesionales. Además, una de las características de este 
Código es que para los Tribunales de Ética se preservó un espacio de libertad interpretativa y se 
eliminó la calificación de gravedad. Se entendió que es mejor que el Tribunal no solo determine si hay 
una falta, sino que también fije cuál es la sanción que corresponde. 


Por la rigurosidad con la que se redactó este Código, por la intervención de múltiples actores 
que tienen que ver con este tema, por los fundamentos que manejó el Presidente del Colegio Médico y, 
además, por la urgencia y la necesidad de que esté vigente, es que en general estamos de acuerdo 
con el proyecto y con su contenido. Desde nuestro punto de vista, no necesita modificaciones porque 
acordamos no solo con el procedimiento -que tal como dice la Comisión Asesora debe ser el que 
marca la normativa vigente-, sino también con los conceptos que maneja y que ameritan que este 
proyecto de ley se apruebe tal cual viene. Nos parece que esta instancia no amerita que nos volvamos 
a asesorar con instituciones que ya vinieron a la Comisión; además, hacemos absoluta confianza en 
todo el procedimiento para que sea llevado adelante. Como ya lo planteamos en la sesión anterior, nos 
avinimos a que hubiera una asesoría legal que fue muy importante porque nos hizo cambiar el criterio 
del procedimiento y es por eso que también planteamos que este proyecto sea aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el proyecto de ley. 


SEÑOR SOLARI.- No tengo ningún inconveniente en admitir que no he tenido tiempo de leer el Código 
que ha sido sometido a consideración de esta Comisión. 


En primer lugar, como es de público conocimiento, he tenido otras actividades y, por lo tanto, 
no estoy en condiciones de votar algo que no he leído. No estoy culpando a nadie, sino que estoy 
expresando una situación fáctica. De manera que yo no estoy en condiciones de votar en el día de hoy. 


En segundo término, de la parte que he leído, algunos de los artículos me dejan algunas 
dudas y creo que sería bueno que las conversáramos. Creo recordar que en esa sesión donde se 
originó la consulta a la División Asuntos Legales, el señor Senador Conde había dicho que lo podíamos 
aprobar tal cual, sin perjuicio de que llegáramos a discutirlo artículo por artículo porque, en definitiva, lo 
que estamos aprobando es un proyecto de ley y somos responsables de lo que estamos votando. 


Por lo tanto, voy a plantear algunas de esas dudas que encontré en los artículos que tuve 
tiempo de leer y que van hasta el artículo 31 inclusive. 


Quiero hacer una consideración general más. De la lectura del Código de Ética Médica me 
queda la sensación de que su redacción va a dificultar enormemente su comprensión y su aplicación 
práctica por parte de los destinatarios, es decir, de los propios médicos. Digo esto porque un mismo 
concepto y una misma disposición se pone en un artículo con una redacción, en otro figura con otra 
redacción y en un tercer artículo aparece con una nueva. Realmente, no es un decálogo sencillo que le 
permita a uno decir: “Muy bien: me leo estos diez mandamientos y sé cómo tengo que proceder para 
estar actuando bien”. Pero no es así; este Código tiene más de setenta artículos y algunos de ellos, a 
su vez, tienen una cantidad de numerales y literales. Se trata de un instrumento complejo en su 
redacción. 


Básicamente, he estado revisando esta redacción en función de tres objetivos fundamentales 
que para mí son los que tienen que guiar la conducta ética de un médico. El primero es el de no causar 
ningún daño; lo menos que un paciente tiene que esperar del médico que lo va a tratar es que no le 
haga daño. Hasta ahora encontré frases que podrían interpretarse en ese sentido pero que no lo dicen 
claramente. El segundo criterio es el de no incurrir en conflictos de interés. En ese sentido, el artículo 
31 establece situaciones bastante claras de conflictos de interés pese a que no dice cómo se 
sancionan cuando se materializan. Me parece que un Código debe tener normas de comportamiento y 
establecer sanciones cuando esas normas son violadas. En este caso, la relación entre la norma que 
se establece y la sanción por el incumplimiento no está explícita en este artículo; puede ser que lo esté 
más adelante pero en ese caso, nuevamente, estamos en la situación de que en lugar de tener un 
decálogo que facilite la aplicación estamos ante un instrumento bastante engorroso de aplicación por 
parte de quienes lo van a tener que cumplir, que son los propios médicos. 


El tercer criterio general que he estado buscando es el de que siempre al médico lo guíe en su 
accionar clínico el bien del paciente, como motivo principal. Eso está dicho en varios artículos de 
distintas formas pero no está claramente dicho. Tampoco se dice qué sucede cuando no sea así, ni 
cuál es la sanción. Esta es como una especie de guía que he utilizado para leer y estudiar este 
proyecto de ley. 


Quiero hacer algunos comentarios específicos. El artículo 3 dice: “Es deber del médico, 
como profesional de la salud, seguir los siguientes principios y valores fundamentales:” y luego están 
los puntos 3.1, 3.2 y 3.3, que dice: “Posibilitar al paciente el encuentro con otro profesional idóneo si él 
no está en condiciones de ayudarle dentro de sus conocimientos específicos”. Hay distintos verbos 
para definir este tipo de situaciones. Uno de ellos es “posibilitar”, pero uno que como paciente me 
gustaría mucho más sería el de “promover”. Si no estoy en condiciones de atender un paciente porque 
no tengo los conocimientos adecuados, no creo que el Código de Ética deba solamente posibilitar, sino 
obligar a consultar a alguien que pueda resolver el problema desde el punto de vista del paciente. 


En el mismo artículo 3", el numeral 3.7 -bajo el acápite general de «Es deber del médico, 
como profesional de la salud, seguir los siguientes principios y valores fundamentales»-, en una 
redacción compleja y difícil de entender, establece: «La búsqueda de lucro económico u otros 
beneficios nunca deberá ser la motivación determinante en su forma de ejercer la profesión». Me 
parece que el deber del médico es ejercer la profesión en forma adecuada sin que la motivación de 
lucro interfiera, pero desde mi punto de vista está redactado de una manera que no es la adecuada. 


En el artículo 4%, cuyos antecedentes conocemos bien quienes hemos estado vinculados a 
los servicios de salud, así como la razón por la cual está incluido, se establece: «El médico tiene 
responsabilidad en la calidad de la asistencia tanto a nivel personal, como en promoverla a nivel 
institucional». Continúa: «Es su deber exigir las condiciones básicas para que ella sea garantizada 
efectivamente en beneficio de las personas, así como reclamar ante los organismos competentes si 
persisten las condiciones insuficientes en las instituciones. Los médicos que ocupen cargos de 
dirección deberán proporcionar a los médicos prestadores de la asistencia los recursos humanos y de 
infraestructura necesarios para que el servicio se preste adecuadamente». 


Todos quienes hayamos estado vinculados al funcionamiento de un servicio de salud 
sabemos que esto es enormemente discutible, porque los recursos disponibles, por ejemplo, en Las 
Toscas del Caraguatá, no son los mismos que en el Hospital Italiano, aunque este Código de Ética se 
aplica para los médicos de todo el país. 


Inclusive, se puede estar facilitando la existencia de situaciones en las cuales un médico diga 
«de acuerdo con el artículo 4% no puedo atender este tipo de pacientes en esta localidad, porque no 
tengo los recursos para hacerlo adecuadamente y, por lo tanto, no se cumple ni el primero ni el tercero 
de los criterios que aplico, es decir, no causar daño y velar únicamente por el bien del paciente en la 
medida de lo posible. 


En el artículo 10%, cuando se habla de la relación médico-paciente, se establece: «El médico 
debe propiciar que el paciente conozca sus derechos y sus obligaciones hacia las instituciones y los 
equipos de salud». Creo que la elección del verbo propiciar es muy débil. Aquí hay derechos y deberes 
de médicos y pacientes. No se trata de que el médico deba propiciar, sino informar. Tiene la obligación 
de informar, no de propiciar. 


El acápite del artículo 13, dice: «Todo médico tiene el deber de:» Y, a continuación, se detalla 
a qué están obligados los médicos. El 13.4, expresa: «Respetar la libre decisión del paciente, incluido 
el rechazo: de cualquier procedimiento diagnóstico o terapéutico propuesto, en el marco de las 
normativas vigentes. En ese caso le informará sobre los riesgos o inconvenientes de su decisión. El 
médico podrá solicitar al paciente o a sus responsables, luego de la total y completa información del 
procedimiento propuesto, firmar un documento escrito en el que conste ese rechazo y en caso que no 
se lograra, dejar constancia en la Historia Clínica». Si bien estoy de acuerdo con la finalidad del 
artículo, desde ya vislumbro la enorme cantidad de dificultades que va a provocar en su 
implementación el hecho de «solicitar al paciente o a sus responsables, luego de la total y completa 
información del procedimiento propuesto, firmar un documento escrito». Me parece que el 
procedimiento establecido aquí es sumamente complejo y que, desde mi punto de vista, esto debería y 
podría resolverse de una manera más sencilla: dejando constancia en la historia clínica de que se 
recomendó tal o cual examen o procedimiento y que el paciente se negó y se hace firmar por un 
testigo. 


En el artículo 15 se regula un tema importante que plantea muchas y frecuentes dificultades: 
el acceso a la historia clínica por parte de los pacientes y de sus familiares. Diría que el acceso a la 
historia clínica por parte del familiar es el caso más común y el más difícil, sobre todo si ha habido un 
desenlace negativo. Esta disposición establece: «La historia clínica es un documento fundamental en el 
acto médico, de ahí que: 


15.1. El médico tiene el deber y el derecho de registrar el acto médico en una historia clínica, 
que pertenece al paciente pero que quedará bajo la custodia del médico tratante o de la Institución de 
la que es usuario. 


15.2. El paciente tiene derecho al acceso a su historia y a obtener del médico un informe 
completo y veraz sobre su enfermedad y la asistencia que se le ha brindado». Esto está perfecto, pero 
en la mayoría de los casos los que piden la historia clínica son los parientes, sobre todo si el paciente 
falleció. Ellos tienen todo el derecho de obtenerla y, sin embargo, en la norma no se dice nada con 
respecto a eso. Me explico: no es que esté mal lo que se dispone, sino que está enormemente 
incompleto para las cosas que se dan en la vida de todos los días. Precisamente a ese aspecto es que 
quiero referirme. Si el titular de la historia clínica es el paciente en vida, también lo son sus herederos, 
luego de que este fallece y eso aquí no está dicho. 


Por otra parte, quiero decir que estoy en desacuerdo con lo que establece el artículo 21: «El 
secreto profesional debe respetarse aun en la redacción de certificados médicos con carácter de 
documento público. El médico tratante evitará revelar públicamente la patología concreta que aqueje a 
un paciente, así como las conductas diagnósticas y terapéuticas adoptadas». Diría que hasta aquí está 
todo bien, pero luego avanza y, desde mi punto de vista, lo hace en contra del manejo institucional de 
los servicios de salud, pues dice: «No es éticamente admisible que, exigiendo las Instituciones públicas 
o privadas: una conducta contraria, el médico ceda ante esta presión indebida». Me pregunto: ¿ceda 
en qué? En revelar la patología del paciente. Por tanto, vamos a tener un paciente certificado por 90 
días, pero donde se establece la causa o la enfermedad que justifica dicha certificación va a aparecer 
una frase que más o menos dirá: en cumplimiento del artículo 21, no es revelable. Entonces, es muy 
difícil oO prácticamente imposible hacer una auditoría de calidad de las certificaciones con esta 
disposición. No tengo empacho en manifestar, y que conste en la versión taquigráfica, que en Uruguay 


se abusa indebidamente de las certificaciones desde tiempos inmemoriales. Creo que hay otras 
maneras de mantener el secreto, pero esta no es la más adecuada. Desde mi punto de vista, esto 
impide la auditoría de las certificaciones médicas de las cuales, como dije, en nuestro país se abusa de 
forma muy reiterada. 


Esto con relación a la primera mitad del Código. 


Lamento discrepar con el señor Senador Gallo, pero considero que este Código de Ética 
Médica merece de nuestra parte un estudio en profundidad y que se le introduzcan todas las 
correcciones que entendamos pertinentes. Por tanto, no estoy en condiciones de votar el proyecto de 
ley tal como está por no haberlo podido estudiar en su totalidad -lo que no es culpa de los demás 
Senadores integrantes de la Comisión, pero así son los hechos- y porque en lo que he estudiado he 
encontrado cosas que no están bien resueltas o están resueltas de una forma que podría ser 
mejorable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a este proyecto de ley sobre el Código de Ética quisiera hacer 
unas consideraciones generales de los informes recibidos por los señores Senadores Gallo y Solari, 
para luego referirme a aspectos particulares del propio proyecto. 


Quisiera hablar de otro asunto con relación a este proyecto de ley, al procedimiento que 
estableció la Ley N* 18.591 sobre la colegiación médica que es la ley madre que, en su Capítulo V, 
establece la existencia de un Código de Ética y cómo será considerado. A mi manera de ver, esta ley 
tiene algo que me ha hecho pensar mucho porque define cómo se va a aprobar un Código de Ética 
Médica que va a ser una ley. Hago un razonamiento sobre los niveles jurídicos de lo que establece el 
Colegio y el Código de Ética y no le encuentro una coherencia al camino que dictaminó el Legislador. 
Este resolvió que las obligaciones del médico deben estar establecidas por ley. Ahora bien, yo me he 
preguntado -estoy seguro de que los demás integrantes de esta Comisión también- por qué tiene que 
haber una ley que establezca un Código de Ética Médica, por qué tiene que tener el nivel jerárquico de 
una ley. En la respuesta que hemos encontrado, así como en el Mensaje del Poder Ejecutivo, se dice 
que debe tener un nivel de ley porque lo establece la Ley N* 18.591, o sea, que es porque hay una ley 
que dice que deberá hacerse por ley. Esta ley va a establecer las obligaciones del médico, pero hay un 
asunto más general que no ha sido establecido por ley, que es quién es médico. Creo que aquí hay un 
problema. Hay un órgano jurídicamente inferior -no sé si mi expresión jurídica es correcta- que certificó 
que un ciudadano está habilitado para ejercer la medicina y es médico porque el Consejo Directivo 
Central de la Universidad aprobó el programa y la Universidad de la República le otorgó el título con la 
firma del señor Rector. Esto se hizo en función de lo que establece otra ley, que es la Ley Orgánica, 
pero quien resolvió que esa persona sea médico, en todo caso, es un organismo regulado por ley, que 
es una Facultad; pero las obligaciones de ese médico ahora las va a establecer una ley. Entonces, 
encuentro que el que habilitó lo más general no es el mismo que hablita lo más particular. En realidad, 
la existencia de los títulos -que son los que habilitan al ejercicio de las profesiones- no se hacen por 
ley, pero sí se harán las obligaciones a las que estén sometidos quienes posean ese título. Quizás esto 
que yo estoy diciendo para este caso no tiene una consecuencia práctica, pero qué vamos a hacer si 
todas las profesiones quieren establecer un código de ética. Digo esto porque nosotros ya hemos 
considerado una ley que establece el Colegio Veterinario y la ley que regula esta profesión también va 
a tener un Código de Ética y están trabajando en este sentido. Entonces, ¿todas las profesiones van a 
establecer un Código de Ética siguiendo este modelo, cuando la Universidad de la República es la que 
otorga el título para ejercer la profesión -la Facultad certifica que se cumpla y apruebe ese programa, 
tal como establece las obligaciones que tiene el programa- y después el Cuerpo legislativo del país va 
a establecer las obligaciones de ese profesional? Quizás estoy yendo a discutir la lógica de la Ley N* 
18.591 y no la de esta ley, pues se deriva de aquella. Pido disculpas a los señores Senadores, pero no 
encuentro el motivo por el cual tengamos que aprobar este proyecto de ley de Código de Ética -tengo 
que ser franco-, pues el único motivo que encuentro para hacerlo es porque ya otra ley lo dijo. Me 
parece que estoy discrepando con lo que la otra ley dijo, y esto no lo puedo arreglar ahora. Quería 
señalar esto porque me parece que no debería haber ese desnivel y, en todo caso, si se establecieran 
por ley las condiciones para obtener el título de una profesión, después un órgano jurídicamente 
inferior -o del mismo nivel, pero no a la inversa- puede establecer las obligaciones del profesional. Esto 
que estoy señalando tiene que ver con el procedimiento -que ya lo discutimos, pedimos el informe a la 
División de Estudios Legislativos e hicimos nuestras reflexiones al respecto- y ahora estamos de 


acuerdo con que esto va a ser una ley y nosotros debemos aceptar las responsabilidades que tenemos 
como Legisladores y hacerlo con cuidado. 


Personalmente, no encuentro una lógica jurídica en la mecánica de establecer el Colegio 
Médico y después el Código de Ética Médica. Eso es lo que pienso -quería decirlo- y no me baso en 
ese razonamiento para hacer una propuesta concreta al respecto. Quizás, debería proponer modificar 
la ley que estableció el Colegio Médico. Eso me llevó a revisar los diferentes colegios de profesionales 
que hay. A modo de ejemplo, hay un Código de Ética para la Abogacía Uruguaya, pero que no es ley; 
hay un Código de Ética de Químicos, Químico Farmacéutico y Bioquímico Clínicos; hay un Código de 
Ética Profesional del Psicólogo; hay un Código de Ética de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay 
porque no tienen un colegio de arquitectos; hay un Colegio de Traductores Públicos del Uruguay que 
no tienen código de ética; hay un Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay 
que tienen un código de ética aprobado por una asamblea extraordinaria del Colegio, pero que 
tampoco es ley. En fin, señores Senadores, mis disculpas del caso, pero estuve buscando el camino de 
racionalizar mi comprensión sobre cuál es el nivel en el que estamos trabajando. De todas maneras, no 
voy a hacer propuestas derivadas de este razonamiento, ya que ello llevaría a revisar todo un 
procedimiento, y no es mi intención hacerlo. 


Más allá de lo que expresa el informe de la División de Estudios Legislativos, propongo que 
revisemos con atención el artículo 51 que establece: «Se podrán extraer órganos, células o tejidos 
procedentes de sujetos vivos en el marco de la legislación vigente cuando exista libre consentimiento 
del donante». En realidad, nosotros hemos aprobado una ley que establece que toda persona mayor 
que no haya expresado su oposición a ser donante, se presumirá que ha consentido. Creo que la 
redacción del artículo 51 condice con la legislación vigente de la época en que se discutió ese tema, 
pero hoy deberíamos considerar que esto mismo habría que expresarlo en la forma en que lo hace la 
Ley N* 14.005. Creo que ese es un asunto conceptual en el que debemos pensar, porque el artículo 51 
establece que para la donación es necesario el consentimiento del donante, cuando hoy la legislación 
no lo establece así y puede tener un sentido contradictorio a lo establecido por la ley. 


En los demás temas -como no soy médico no puedo profundizar con la práctica del ejercicio 
de la profesión y los problemas que se dan todos los días- entiendo que no hay contradicción con las 
leyes que hemos discutido en Comisión. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR GALLO.- Quiero referirme al tema planteado sobre si, realmente, el Código de Ética Médica 
debería tener o no carácter de ley. Personalmente, participé de forma activa en la elaboración del 
proyecto del Colegio Médico. Y, en su momento, este fue un tema de discusión, que a la luz de una 
cantidad de asesoramientos nos llevó a la conclusión de que en el mismo se estaban afectando o 
condicionando derechos y deberes consagrados en la Constitución de la República y que podían ser 
afectados o no en función de una ley que, en definitiva, le diera respaldo. Pero fundamentalmente, el 
artículo 28 de la Ley  N* 18.591 impone al Tribunal de Ética la posibilidad de imponer sanciones. Es 
decir, la no compatibilización por parte de los médicos sobre determinados aspectos puede dar lugar a 
sanciones como la suspensión temporal del Registro por un plazo máximo de 10 años, afectando el 
derecho al trabajo que está contemplado, por razones lógicas, en la Constitución de la República. Por 
lo tanto, la afectación del derecho al trabajo no podrá interponerse si no es a través de la ley. Es más, 
podría declararse la inconstitucionalidad para el caso de un médico al que se le retire su título 
temporalmente por una sanción, no en base a una ley que lo ampare, sino a un Código. 


Este es uno de los motivos por los cuales, como en este Código se han incluido sanciones 
que afectan el derecho al trabajo -que es un derecho constitucional-, la interpretación de los asesores 
jurídicos es que la ley podría nacer con un problema y por eso creyeron en la necesidad de que el 
Código tuviera carácter de ley en función de que podía afectar determinados deberes con rango 
constitucional. Ese es el argumento que se manejó. 


SEÑOR SOLARI.- No recuerdo exactamente lo que establece la Ley N* 9.202, que es la Ley Orgánica 
de Salud Pública, pero tiene un capítulo que está destinado a la Comisión Honoraria de Salud Pública, 
que tiene por cometido fundamental velar por el ejercicio adecuado de las profesiones de la salud, 


comprendiendo a los médicos, los odontólogos y las obstetras, y entre los otros cometidos que le da 
está el de suspender a quienes incurrieran en determinadas faltas en el ejercicio de la profesión. 
Quiere decir que impedir el trabajo como forma sancionatoria por el incumplimiento de determinadas 
obligaciones es algo que ya está contemplado en nuestra legislación. Creo que la Ley N* 9.202 -no sé 
expresarlo jurídicamente porque no tengo los conocimientos adecuados- ya comprende este tipo de 
situaciones. Basta hacer una referencia -desde mi punto de vista, ya que no participé de la discusión 
de la creación del Colegio Médico- a las diferencias importantes que, obviamente, existen entre la 
conformación de la Comisión Honoraria de Salud Pública -que sigue existiendo y teniendo las mismas 
funciones y competencias- y la del Colegio Médico. Hay diferencias notorias: uno es un organismo 
colegiado profesional y el otro es un organismo que integra la estructura del Poder Ejecutivo cuya 
integración está determinada y del cual es responsable políticamente el Ministro. 


Yo también me he preguntado por qué un Código de Ética que va a aplicar un Colegio de 
Profesionales debe tener fuerza de ley. Desde mi punto de vista no tiene mucho sentido y menos aun si 
ya existe un dispositivo que contemple esas situaciones y ese dispositivo está establecido por ley en un 
organismo que es responsable políticamente ante el Parlamento. 


SEÑOR GALLO..- El señor Senador Agazzi decía que existe infinidad de Colegios de Profesionales en 
todo el mundo, y Colegios Médicos también, aunque todos no tienen las mismas características. Hay 
Colegios Médicos que tienen funciones en temas gremiales, incluso con relacionamientos laborales. 
Este Código de Ética Médica tiene una característica: esto solamente está establecido en la parte 
deontológica y dicciológica en la relación médico-paciente. Se trata de los derechos, que constituyen la 
deontología médica, y los deberes, que son la dixiología. Solamente tiene que ver con eso, no con otro 
aspecto. Creo que eso hace a la jerarquía que se le da a este proyecto. Existen, sí, otras colegiaturas 
que tienen una enorme amplitud en el tratamiento de todos los médicos, como por ejemplo, si no me 
equivoco, el Colegio Nacional de Médicos de Chile. Haciendo un símil con el Uruguay, tendría las 
funciones que tiene el Sindicato Médico del Uruguay, la Federación Médica del Uruguay, que tiene 
aspectos generales, laborales, gremiales, y que tenía -también es cierto- tanto uno como otro, 
aparte, su Código de Ética, del cual este Código extrae muchas cosas. El Código de Ética de la 
Federación Médica del Uruguay era exactamente el mismo que el del Sindicato Médico del Uruguay. Lo 
único que tenía era el objetivo de actuar solamente sobre sus asociados. Esto lo que hace es 
abarcativo y le da carácter universal. Pero este es un Código que tiene que ver con aspectos éticos 
puros que lo diferencian de otros que no tienen exactamente esta característica. 


Con respecto a algunos planteamientos del señor Senador Solari -a quien siempre 
respetamos-, que seguí con atención, creo que hace objeciones prácticamente a temas de redacciones 
que puedan no ser las correctas y dar lugar a interpretaciones no correctas. El señor Senador habla 
mucho de determinados verbos, como “promover”, “propiciar”, etcétera. Realmente, es posible que 
haya algunas redacciones que den lugar a interpretaciones, para aquellos que no conocen el tema. Lo 
que yo digo es que de acuerdo a cómo está redactado, aunque hubiere alguna dificultad en su 
interpretación, los médicos no tendrían ninguna dificultad porque ya conocen cuáles son los objetivos. 
El señor Senador Solari hablaba del artículo 21, referido al secreto profesional y decía que el médico 
queda liberado de la responsabilidad del secreto solo si el paciente lo consiente explícitamente. “El 
médico certificador procurará el cumplimiento estricto de este artículo y denunciará al Colegio Médico 
del Uruguay cualquier tipo de presión institucional en contrario.” Todos los médicos sabemos acerca de 
la importancia y el respeto hacia el secreto profesional y no es preciso que esté en el Código porque 
ese tema ya aparece en los primeros documentos médicos que existieron. Me parece que la redacción 
de ese artículo confirma el respeto por el secreto profesional que dice que debe respetarse aun en la 
redacción de certificados médicos con carácter de documento público y que el médico tratante evitará 
revelar públicamente la patología concreta que aqueje a un paciente, así como las conductas 
diagnósticas y terapéuticas adoptadas. En un certificado médico no se ponen todos los aspectos 
vinculados con la enfermedad, sino que solo se pone un diagnóstico a los efectos de correlacionarlos 
con la solicitud de licencia. 


SEÑOR SOLARI.- La redacción actual del artículo 21 dice que el médico tratante evitará revelar 
públicamente la patología concreta que aqueje a un paciente, así como las conductas diagnósticas y 
terapéuticas adoptadas. A mi juicio, la patología concreta que aqueja a un paciente es un diagnóstico 
clínico y si se hace una certificación médica de que un paciente está cursando determinada patología - 


y por eso tiene derecho a gozar de licencia por enfermedad durante equis tiempo- el médico no va a 
poder escribir el diagnóstico en el certificado. 


SEÑOR GALLO..- Coincido con eso y más. 


SEÑOR SOLARI.- Desde el punto de vista de la Administración de salud me parece totalmente 
inconveniente que no se pueda escribir el diagnóstico. Que ese diagnóstico tenga que ser tratado en 
forma confidencial por la institución, es otra historia, y eso sí es importante, pero que no se pueda 
manejar internamente, que no se pueda saber cuántas certificaciones médicas se dan por una gripe 
banal, cuánto tiempo se recomienda por ese tipo de patología o cuánto por accidentes laborales, me 
parece que es cortarle las alas a cualquier tipo de auditoría del sistema de certificación, que como 
todos sabemos es un problema. De manera que concuerdo con el espíritu de que no se revele 
públicamente la información, pero me parece totalmente inadecuado y que va en contra de una buena 
Administración que no pueda constar en el certificado. 


SEÑOR GALLO.- No creo que pueda ir en contra de una buena Administración, pero seguro que 
contradice un principio fundamental como lo es no revelar el secreto médico. En ninguna circunstancia 
se puede hacer eso. Es más, yo creo que el criterio que se maneja acá es el hecho de que en ese 
certificado todo lo que tiene que especificar el médico son los días que le da al paciente por la 
enfermedad. No tiene que poner el diagnóstico; solamente lo revelará si el paciente lo consiente 
explícitamente. 


Creo que el sentido común nos dice que a ninguno de nosotros con una determinada 
patología -que por ese motivo precise determinada licencia en el cargo que ocupe- nos va a gustar que 
se revele la enfermedad que tenemos a los efectos de justificar una licencia. Eso es responsabilidad 
del médico. Admito lo que dice el señor Senador Solari en el sentido de que en materia de 
certificaciones estamos muy lejos de la perfectibilidad. Eso es cierto. Es más, pienso que es de los 
temas que hay que ir arreglando porque evidentemente es responsabilidad de los médicos la 
generosidad que existe con respecto a determinadas licencias. Eso es así. A partir de ahora, si no 
cumple con el Código en el sentido de mantener el secreto de la patología, estableciendo solamente 
los días de licencia, es pasible de que el Tribunal de Ética pueda juzgarlo. 


Pienso que esto ampara definitivamente el secreto profesional en todas sus formas y estoy 
de acuerdo con eso. Los médicos siempre hemos estado de acuerdo con eso; ahora lo tenemos 
codificado y estamos obligados a hacerlo. Lo que hacemos muchas veces está mal. Yo no admito que 
un certificado público exhiba mi enfermedad; admito que el médico, en la responsabilidad que le 
compete, diga que tal paciente necesita tantos días, y si no cumple, va a existir un Código que en 
definitiva lo va a castigar. 


Entonces, me parece que el tema del secreto profesional está bien resuelto, con dureza y 
rigidez, como tiene que ser. Creo que fue redactado así para resolver un problema que tenían los 
médicos al hacer los certificados. Lo que se intenta es decir a los médicos que quedan exceptuados de 
la responsabilidad del secreto solo si el paciente lo consiente. No hay otra forma. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero expresar una discrepancia que surge de la interpretación de la realidad. La 
realidad del Uruguay es que existe un abuso notorio de las certificaciones médicas que ha llevado a 
que distintos Gobiernos, de un partido y de otro, hayan implementado sistemas de auditorías. El último 
caso que recuerdo fue cuando se le confió al Fondo Nacional de Recursos la auditoría de las 
certificaciones médicas de algunos organismos públicos. Ahora bien, es prácticamente imposible hacer 
la auditoría de las certificaciones médicas si el documento de certificación -que sí debe ser reservado- 
no contiene el diagnóstico. Digo que es imposible porque refiere a una situación que ya transcurrió, a 
un paciente que ya cursó, o no, su enfermedad y a un médico que ya atendió a ese paciente en 
determinado momento. De manera que me parece que no resuelve el problema que tenemos y, al 
contrario, le crea una dificultad adicional. Si hay algo que facilita, de aquí en más, el aumento del 
abuso, es este artículo tal cual está redactado. 


Quería dejar claro ese punto. 


SEÑOR GALLO..- El señor Senador Solari se refirió al artículo 13.4 que establece «Respetar la libre 
decisión del paciente, incluido el rechazo de cualquier procedimiento diagnóstico o terapéutico 
propuesto, en el marco de las normativas vigentes». 


Esta primera parte del artículo está directamente vinculada al espíritu de la Ley N* 18.473, 
«Voluntad Anticipada», que da al ciudadano la posibilidad de decidir en determinadas condiciones, 
aunque -como me acota el señor Senador Solari- no es la única situación. De todas maneras, en forma 
muy general, está en la línea de la decisión que puede tener un paciente de rechazar determinados 
procedimientos. Más adelante agrega: «En ese caso le informará sobre los riesgos o inconvenientes 
de su decisión. El médico podrá solicitar al paciente o a sus responsables, luego de la total y completa 
información del procedimiento propuesto, firmar un documento escrito en el que conste ese rechazo». 
Quiere decir que transforma esa decisión y la oficializa en un documento. 


En el caso particular de voluntad anticipada -específicamente pacientes terminales-, si en 
vida el paciente quiere decidir que no se le realice ningún procedimiento o que le suspendan 
procedimientos en caso de determinada situación, tiene que firmar un documento. Tanto es así que 
originalmente la ley y la legislación comparada le llamaban «Testamento vital» -mal denominado- ya 
que se firmaba un documento por el cual uno explícitamente autorizaba a que no se le realizaran 
procedimientos. 


En ese sentido, me parece que el procedimiento -al decir del señor Senador Solari- es de 
difícil implementación. Probablemente en algunas circunstancias pueda ser así, pero me parece que 
también ello da las garantías necesarias para que en definitiva, se registre la decisión del paciente a 
través de un documento firmado por él. 


Todo esto ya está incorporado -este es otro concepto que ya manejé hoy-, a la mentalidad 
médica y como será aplicado por un tribunal de médicos, estos ya tienen el concepto de lo que en 
definitiva se quiere realizar. 


Con respecto a lo expresado por el señor Senador Solari en el sentido de que esto puede dar 
lugar a diferentes interpretaciones, quiero recordar que sobre este tema el profesor Torres 
específicamente dijo: «Se buscó un equilibrio entre lo genérico» -en el Código- «y lo concreto sobre 
todo en áreas específicas, se preservó el espacio de libertad interpretativa para los tribunales de 
ética», etcétera. En lo personal colijo que el tribunal tiene la posibilidad de interpretar cada uno de 
estos artículos con los criterios generales médicos y hacerlo aun cuando la redacción, para algunos, 
pueda no ser la correcta. 


Desde el punto de vista de la especialización que el tema tiene -recordemos que 
será objeto de interpretación por parte de un tribunal de médicos-, creo que el espíritu final del artículo 
puede más que las dificultades de interpretación que surjan. En ese sentido, me parece que esto no 
daría lugar a modificar el artículo. 


Con respecto al artículo 10, el señor Senador Solari considera que existiría dificultad en la 
utilización del verbo «propiciar», pero todos sabemos qué es lo que queremos decir. Será «propiciar» u 
otro verbo, pero el paciente debe conocer sus derechos y sus obligaciones hacia la Institución o el 
equipo de salud. Ese es el espíritu. Seguramente cambiar el verbo «propiciar» por el de «promover» - 
tal como lo sugirió el señor Senador Solari- resulte más prolijo pero, desde mi punto de vista, no 
amerita una modificación porque ella dará lugar a una cantidad de procedimientos y a la postergación 
del tema. 


En definitiva, considero que los fundamentos dados y las consideraciones realizadas por el 
señor Senador Solari, que respeto mucho, no son motivo para postergar o modificar este Código de 
Ética Médica que, reitero, ha sido elaborado en un largo proceso del que han intervenido cientos de 
profesionales y organizaciones. Esta redacción contempla a la mayoría que plebiscitó este Código que 
fue más del 80 % de un universo de prácticamente más de diez mil médicos colegiados. 


SEÑOR SOLARI.- Lamento pero debo retirarme de Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 34 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


